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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]RÉGIMEN DE INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Noción
[…] el régimen de inhabilidades e incompatibilidades es aplicable a los servidores públicos y a quienes ejercen funciones públicas, constituye un sistema de restricciones de origen constitucional y legal, de carácter taxativo y de interpretación restrictiva, cuyo propósito es garantizar los principios de moralidad, transparencia, imparcialidad y prevalencia del interés general en el ejercicio de la función pública. […]

INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Interpretación restrictiva

[…] En consecuencia, ninguna inhabilidad o incompatibilidad puede presumirse, extenderse por analogía o aplicarse a supuestos no previstos expresamente por el legislador.

LITERAL A NUMERAL 1 ARTICULO 43 LEY 1952 DE 2019 – Interpretación

El numeral 1 del literal a) del artículo 43 de la Ley 1952 de 2019, prohíbe expresamente que, durante el año siguiente a su retiro, un concejal intervenga en la celebración de contratos o en la gestión de negocios con la entidad en la que ejerció funciones, ya sea en nombre propio o de terceros. Esta restricción aplica independientemente de si la persona conoció o no del asunto específico mientras estuvo en el cargo, y busca evitar conflictos de interés y el uso de influencias indebidas.


















Bogotá D.C., 17 Julio 2026	
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	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_06_03_007570




Estimado señor Quimbaya García, cordial saludo, 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha 03 de junio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“Por medio del presente escrito solicito al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PUBLICA resuelva la consulta en aras de dar claridad frente a que, si los exconcejales del Municipio de Quipile Cundinamarca, Sandra Janeth Castillo rincón, Geidy Isabel Molano Piedrahita y Edwin Fernando Gómez Espitia, al momento de suscribir los contratos: CPS-200-15-04-004-2024, CPS-200-15-04-025-2024,
CPS-200-15-04-073-2024, CPS-200-15-04-013-2024, CPS-200-15-04-101-2024, en el mismo Municipio donde ejercieron el cargo de Concejal, una vez, finalizado su período constitucional 2020-2023, incurrieron o no en el régimen de incompatibilidades contenido en el artículo 43 de la Ley 1952 de 2019. 
De igual forma, se le solicita en respecto a que si al señor WILDER HERNÁN ROMERO BENAVIDES Alcalde Municipal de Quipile – Cundinamarca, para el período 2024-2027, vulnero el régimen de inhabilidad, incompatibilidad, prohibición, impedimento o vulneraron el régimen de conflictos de interés, y si esta en curso en alguna falta disciplinaria, por suscribir estos contratos de prestación de servicios con estos exconcejales.”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia abordará el siguiente problema jurídico: ¿Es jurídicamente procedente que un exintegrante de corporaciones públicas territoriales suscriba contratos estatales con el mismo municipio donde ejerció sus funciones, dentro de los doce (12) meses siguientes a la finalización de su período constitucional o renuncia?

2. Respuesta:

	Para responder el problema jurídico planteado, es importante precisar que el régimen de inhabilidades e incompatibilidades es aplicable a los servidores públicos y a quienes ejercen funciones públicas, constituye un sistema de restricciones de origen constitucional y legal, de carácter taxativo y de interpretación restrictiva, cuyo propósito es garantizar los principios de moralidad, transparencia, imparcialidad y prevalencia del interés general en el ejercicio de la función pública. En consecuencia, ninguna inhabilidad o incompatibilidad puede presumirse, extenderse por analogía o aplicarse a supuestos no previstos expresamente por el legislador. 
El numeral 1 del literal a) del artículo 43 de la Ley 1952 de 2019, prohíbe expresamente que, durante el año siguiente a su retiro, un concejal intervenga en la celebración de contratos o en la gestión de negocios con la entidad en la que ejerció funciones, ya sea en nombre propio o de terceros. Esta restricción aplica independientemente de si la persona conoció o no del asunto específico mientras estuvo en el cargo, y busca evitar conflictos de interés y el uso de influencias indebidas.
Por lo tanto, un exservidor público no puede suscribir contratos estatales con el mismo municipio donde ejerció su función durante los doce (12) meses siguientes a la finalización de su periodo o su renuncia. Lo anterior en desarrollo de los principios de moralidad, transparencia, imparcialidad en la contratación estatal, su desconocimiento puede derivar en una falta disciplinaria.
Al margen de la explicación planteada, debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados en adoptar la decisión correspondiente, y en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. En primer lugar, debe señalarse que, en la contratación estatal, la capacidad es un requisito de validez de los contratos, tanto en el régimen de las entidades sujetas al Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública como en el de las entidades exceptuadas de este. Si bien la regulación de la capacidad se integra por varias disposiciones y exigencias especiales, se destaca el régimen de inhabilidades e incompatibilidades como un conjunto de normas que imponen restricciones para los sujetos que, eventualmente pretendan participar en los procedimientos de selección o celebrar contratos con las entidades estatales.
En ese orden de ideas, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, como las demás calidades, exigencias o requisitos que debe reunir quien aspire a ingresar o a permanecer al servicio del Estado, deben estar consagradas de forma expresa y clara en la Constitución y la Ley. Al respecto, la Sala Plena del Consejo de Estado[footnoteRef:1] consideró que las inhabilidades e incompatibilidades, en tanto limitan la libertad y los derechos de las personas, son de origen constitucional y legal. La tipificación de sus causas, vigencia, naturaleza y efectos es rígida y taxativa; su aplicación es restrictiva, de manera que excluye la analogía Legis o iuris, excepto en lo favorable, están definidas en el tiempo, salvo aquellas de carácter constitucional.  [1:  Consejo de Estado. Sala Plena. Sentencia del 8 de febrero de 2011. Expediente N°: 11001-03-15-000-2010-00990-00(PI)] 

Conforme a lo anterior, las inhabilidades son restricciones fijadas por el constituyente y el legislador que tienen por fin limitar el acceso al ejercicio de cargos o funciones públicas, ello quiere decir que tienen un carácter prohibitivo, y por consiguiente, son taxativas y su interpretación es restrictiva, sin que se puedan buscar analogías o aducirse razones para hacerlas extensivas a casos no comprendidos por el legislador, pues la voluntad de éste no puede ser suplantada, en detrimento de derechos de terceros o de intereses sociales que exigen la sujeción estricta al texto de la ley prohibitiva. 

ii. Tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado, han sostenido de manera reiterada que estas limitaciones constituyen restricciones al ejercicio de derechos fundamentales y al acceso a cargos, funciones o actividades relacionadas con el Estado, razón por la cual únicamente pueden existir cuando han sido establecidas expresamente. 
Desde esta perspectiva, no resulta jurídicamente procedente concluir que un exconcejal se encuentra impedido para contratar con el municipio por el solo hecho de haber ejercido dicha investidura, pues ninguna disposición legal establece una prohibición general y permanente en ese sentido. Por el contrario, el artículo 47 de la Ley 136 de 1994 define expresamente el alcance temporal de las incompatibilidades de los concejales, señalando que estas se extienden hasta la terminación del respectivo período constitucional, o en su defecto, por el término adicional previsto en caso de renuncia. 
Adicionalmente, la finalidad de las incompatibilidades aplicables a los concejales consiste en evitar que quienes ejercen o han ejercido funciones públicas utilicen la información privilegiada, la influencia institucional o las relaciones derivadas del cargo para favorecer intereses particulares en detrimento de los principios que orientan la actividad administrativa. Se trata, entonces, de restricciones orientadas a preservar la transparencia, la moralidad administrativa, la igualdad de los ciudadanos frente a la administración y la confianza pública en las instituciones estatales. 

iii. En relación con el literal a) del numeral 1° del artículo 43 de la Ley 1952 de 2019 establece lo siguiente:

“Artículo 43. Otras incompatibilidades. Además, constituyen incompatibilidades para desempeñar cargos públicos, las siguientes: 

1. Para los gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y miembros de las juntas administradoras locales, en el nivel territorial donde hayan ejercido jurisdicción, desde el momento de su elección y hasta doce meses después del vencimiento de su período o retiro del servicio: 

a) Intervenir en nombre propio o ajeno en asuntos, actuaciones adminis­trativas o actuación contractual en los cuales tenga interés el departa­mento, distrito o municipio correspondiente, o sus organismos;”

Respecto del artículo 43 de la Ley 1952 de 2019, el Consejo de Estado[footnoteRef:2] precisó que dicha disposición no creó una nueva incompatibilidad para desempeñar cargos públicos ni para celebrar con el Estado. La Corporación explicó que las prohibiciones allí previstas recaen exclusivamente sobre dos conductas: i) intervenir en nombre propio o ajeno en asuntos, actuaciones administrativas o contractuales, en los cuales tenga interés la entidad territorial correspondiente; y ii) actuar como apoderado o gestor ante autoridades disciplinarias, fiscales, administrativas o jurisdiccionales.  [2:  Consejo de Estado. Concepto No. 2414 del 23 de abril de 2019. MP: Edgar González López. ] 

De esta manera el numeral 1 del literal a) del artículo 43 de la Ley 1952 de 2019, prohíbe expresamente que, durante el año siguiente a su retiro, un exservidor público de los mencionados en dicha disposición, como son los concejales, intervenga en la celebración de contratos o en la gestión de negocios con la entidad en la que ejerció funciones, ya sea en nombre propio o de terceros. Esta restricción aplica independientemente de si la persona conoció o no del asunto específico mientras estuvo en el cargo, y busca evitar conflictos de interés y el uso de influencias indebidas.
Por lo tanto, un exservidor público no puede suscribir contratos estatales con el mismo municipio donde ejerció su función durante los 12 meses siguientes a la finalización de su periodo o su renuncia. Lo anterior en desarrollo de los principios de moralidad, transparencia, imparcialidad en la contratación estatal, su desconocimiento puede derivar en una falta disciplinaria.

iv. Al margen de la explicación precedente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Ley 136 de 1994. Artículos 45 y 47.
· Ley 80 de 1993. Artículo 8.
· Ley 1952 de 2019. Artículo 43.
· Consejo de Estado. Concepto No. 2414 del 23 de abril de 2019. MP: Edgar González López.
· Corte Constitucional. Sentencia C-257 del 7 de mayo de 2013. Conjuez Jaime Córdoba Triviño. 



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre el régimen de inhabilidades e incompatibilidades se pronunció esta Subdirección en los conceptos No. 4201912000004765 de 29 de agosto de 2019, 4201913000005694 del 3 de octubre de 2019, 4201912000006288 del 7 de septiembre de 2019, 4201912000006259 del 13 de noviembre de 2019, 4201913000006917 del 21 de noviembre de 2019, 4201912000006978 del 25 de noviembre de 2019, 4201912000007291 del 3 de diciembre de 2019, 4201912000007281 del 5 de diciembre de 2019, 4201912000007060 del 11 de diciembre de 2019, 4201912000007512 del 16  diciembre de 2019, 4201912000008460 del 14 de febrero de 2020, C−032 del 19 de febrero de 2020,  C−402 del 26 de junio de 2020, C−365 del 30 de junio de 2020, C−386 del 24 de julio de 2020, C-585 del 14 de septiembre de 2020, C–592 del 14 de septiembre de 2020, C−551 de 24 de septiembre de 2020, C−709 del 7 de diciembre de 2020, C–721 de 14 de diciembre de 2020, C–004 del 12 de febrero de 2021, C–815 del 18 de febrero de 2021, C–047 del 8 de marzo de 2021, C–113 del 30 de marzo de 2021, C–122 del 30 de marzo de 2021, C–178 del 28 de abril de 2021, C−190 del 30 de abril de 2021, C−210 del 12 de mayo de 2021, C−275 del 11 de junio de 2021, C−293 del 28 de junio de 2021, C−321 del 2 de julio de 2021, C−410 del 7 de julio de 2021, C−491 del 14 de septiembre de 2021, C−522 del 1 de octubre de 2021, C-908 del 13 de febrero de 2023, C−128 del 25 de marzo de 2022, C−252 del 3 de mayo de 2022, C−376 del 14 de junio de 2022, C−413 del 24 de junio de 2022, C−691 del 20 de octubre de 2022, C−731 del 10 de noviembre de 2022, C−928 del 26 de enero de 2023, C−126 del 24 de abril de 2023, C−175 del 4 de mayo de 2023, C−234 del 5 de julio de 2023, C−010 del 31 de enero de 2024, C-039 del 23 de abril de 2024 y C-381 del 05 de septiembre de 2024, estos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos 

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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